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Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 

 Comparece ante nos el Sr. Eduardo M. Joglar Castillo (señor 

Joglar Castillo o peticionario) y solicita la revocación de una 

resolución dictada por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala 

de San Juan. Mediante el referido dictamen, el foro primario 

autorizó la presentación de una reconvención dos años después de 

presentada la demanda. Veamos. 

I. 

 El peticionario y los codemandados  Gerald A. Torres y Luis 

A. Penna formaron a AWCI, LLC (AWCI o recurrida) una compañía 

de responsabilidad limitada organizada bajo las leyes del Estado de 

Delaware. El señor Joglar Castillo les informó a los otros miembros 

su decisión de renunciar a la sociedad existente entre ellos y 

solicitó la liquidación de su participación en la misma. Al no lograr 
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que la compañía le pagara su participación, el peticionario instó la 

demanda de epígrafe. En síntesis, le solicitó al foro primario que 

determinara mediante sentencia declaratoria1 si procedía la 

liquidación y distribución de activos a tenor con el Artículo 8 del 

Acuerdo Operacional de la compañía. 

El 21 de junio de 2013, el señor Torres y el señor Penna 

comparecieron ante el TPI por separado, contestaron la demanda y 

ambos presentaron una reconvención en contra del señor Joglar 

Castillo.2 Ambas reconvenciones alegaron que el señor Joglar 

Castillo realizó unas transferencias de fondos de manera ilícita.3 

Asimismo, adujeron que las suscripciones de las acciones del 

señor Joglar Castillo fueron nulas.4 AWCI suscribió la contestación 

a la demanda en julio de 2013 y no incluyó reconvención ni 

demanda contra tercero. Luego, acontecieron varias solicitudes 

relacionadas con la congelación, prohibición de enajenar y 

consignación de los fondos de dos cuentas en Merrill Lynch Pierce 

Jenner & Smith Incorporated (Merryl Lynch). 

El 14 de abril de 2014, el foro primario emitió una Sentencia 

Sumaria Parcial que formuló 22 determinaciones de hecho y 

denegó la petición del señor Joglar Castillo. Además, el TPI le 

ordenó a Merrill Lynch liquidar los fondos a favor de AWCI de las 

cuentas bajo su custodia y administración. El 22 de mayo de 2014, 

AWCI le solicitó permiso al TPI para presentar una reconvención y 

demanda contra tercero.5 En esencia, las reclamaciones de AWCI 

le imputaban al señor Joglar Castillo haber privado de los fondos a 

la primera de manera concertada e ilegal.6 Asimismo, AWCI alegó 

que Merrill Lynch había retenido ilícitamente los fondos cuyo 

depositó debía estar consignado en el TPI. El 29 de mayo de 2014, 

                                                 
1 Regla 59.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V. 
2 Recurso de certiorari, Apéndice, págs. 24-40. 
3 Íd., págs. 29 y 36. 
4 Íd., págs. 29-30 y 36-37. 
5 Íd., págs. 55 y 66. 
6 Íd., pág. 68. 
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el TPI dictó una Sentencia Sumaria Parcial mediante la cual reiteró 

su dictamen previo y le ordenó a Merril Lynch a cerrar dichas 

cuentas y consignar el dinero desembolsado en el TPI.7 Respecto a 

la solicitud de permiso para presentar la reconvención y la 

demanda contra tercero, el TPI la declaró no ha lugar el 10 de julio 

de 2014.8 La resolución del TPI denegando lo solicitado por AWCI 

fue notificada el 15 de julio de 2014 y no fue objeto de revisión 

apelativa. 

Inconforme con el dictamen sumario, el señor Joglar Castillo 

presentó dos apelaciones independientes y fueron consolidadas.9 

Mediante Sentencia de 30 de junio de 2015, un Panel Hermano 

revocó el referido dictamen parcial y, en consecuencia, permitió la 

liquidación de la participación del señor Joglar Castillo en AWCI. 

En particular, la Sentencia hizo referencia a los siguientes hechos 

consignados y probados ante el TPI, a saber: AWCI es una 

compañía de responsabilidad limitada organizada bajo las leyes de 

Delaware, Estados Unidos; la existencia y validez del Acuerdo no 

está en controversia; el señor Joglar Castillo renunció a AWCI y 

solicitó la disolución y liquidación de su participación en dicha 

compañía y; que el señor Torres y el señor Penna continúan 

operando a AWCI.10 

Basado en lo anterior y en el análisis de los Artículos 1.5, 1.6 

y 8 del Acuerdo Operacional, el Panel Hermano resolvió que la 

continuación de las operaciones de la compañía no le prohibía a la 

persona cuya membresía culminó ejercer su derecho de recibir su 

parte de la liquidación una vez fuese efectiva su renuncia. El Panel 

Hermano expresó que el señor Joglar Castillo dejó de ser miembro 

                                                 
7 Recurso de certiorari, Apéndice, pág. 176. La sentencio original no cumplió con 

la Regla 42.3  de Procedimiento Civil 32 L.P.R.A., Ap. V, y el Tribunal de Primera 

Instancia dictó la Sentencia Sumaria Parcial que mantuvo el dictamen previo. La 

Sentencia Sumaria Parcial fue notificada el 6 de junio de 2014. Íd., pág. 168. 
8 Íd., pág. 166. 
9 Eduardo M. Joglar Castillo v. Luis A. Penna y otros, KLAN201400895-

KLAN201401266. Íd., págs. 181-191. 
10 Íd., págs. 189-190. 
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de AWCI al renunciar y la compañía continuó funcionando. 

Asimismo, aplicó las leyes de Delaware a la situación de hechos de 

los asuntos de AWCI por ser las leyes del estado bajo las cuales la 

corporación se organizó. 

En vista de lo anterior, el Panel Hermano le permitió al señor 

Joglar Castillo recibir el valor justo de sus intereses en la 

compañía dentro de un tiempo razonable luego de la renuncia.11 

Como resultado de los recursos de apelación, el caso fue devuelto 

al TPI para la liquidación de la participación y demás procesos 

ulteriores. El referido dictamen apelativo advino final y firme. El 

mandato fue notificado el 3 de febrero de 2016. 

En cumplimiento de lo anterior, el señor Joglar Castillo 

solicitó vista ante el TPI para determinar el justo valor de la 

participación del demandante más los intereses acumulados desde 

su renuncia. AWCI presentó una Moción Solicitando Permiso para 

Presentar Reconvención.12 En síntesis, expresó que la casa de 

corretaje Merrill Lynch -quien administraba los únicos activos de 

la corporación- consignó $2,704,887.32 en el TPI el 28 de mayo de 

2014 a nombre del Secretario del Tribunal.13 Sostuvo que antes de 

liquidar la participación del señor Joglar Castillo, éste debía 

rembolsarle a AWCI una compensación por la totalidad de alegados 

daños ocasionados por el señor Joglar Castillo.14 

AWCI alegó que el señor Joglar Castillo le ocasionó daños 

desde el día de su renuncia al instruir e inducir a Merrill Lynch a 

la congelación de la totalidad de los fondos habidos en la cuentas 

de la primera.15 La compañía adujo que las acciones del señor 

Joglar Castillos fueron negligentes, maliciosas y resultaron en una 

pérdida para AWCI de $126,032.32 sin contar los intereses y 

                                                 
11 Íd., pág. 191. 
12 Íd., pág. 199. 
13 Íd. 
14 Íd., pág. 200. 
15 Íd. 
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ganancias dejados de percibir.16 Arguyó que la reconvención era 

oportuna en esta etapa de los procedimientos ante el peligro de 

tornarse académica la misma con la liquidación del único activo de 

la corporación.17 

AWCI planteó que era indispensable determinar y adjudicar 

varios hechos y controversias para dar fiel cumplimiento al 

mandato del Tribunal de Apelaciones, pues no habían sido 

adjudicadas previamente.18 Según AWCI los hechos y controversias 

eran los siguientes 

i. [E]l valor de los activos de AWCI a la fecha de 

renuncia de Joglar, el 11 de marzo de 2013; 

ii. [E]l valor de los pasivos AWCI a saber, la línea de 
crédito habida con Merrill Lynch a la fecha de 

renuncia de Joglar; 

iii. [L]os intereses cobrados a línea de crédito habida 

con Merrill Lynch a partir de la fecha de renuncia 

de Joglar; 

iv. [Q]uién tenía absoluto control de los activo de AWCI 

a la fecha de renuncia de Joglar; 

v. [E]l valor de los activos de AWCI consignados en el 

Tribunal al presente; 

vi. [L]a merma sufrida en el balance de las cuentas de 

AWCI; 

vii. [Q]uién es responsable por la disminución en el 

valor de los activos de AWCI; 

viii. [E]l menoscabo a las oportunidades corporativas al 

AWCI no haber tenido acceso al único activo que 
posee para promover el crecimiento de su negocio 

Advanced Wireless Comunications, Inc. 

ix. [L]los intereses y ganancias dejados de devengar 

por AWCI cuando Joglar sustrajo los $77,000.00 

ilegalmente de la cuenta de AWCI; y 

x. [C]ualquier otra reclamación  que se descubra o 
surja de las continuas actuaciones del demandante 

en el presente procedimiento judicial.19 

El señor Penna se unió a la referida solicitud y en particular 

arguyó que esta era la etapa apropiada para autorizar la 

                                                 
16 Íd. 
17 Íd., pág. 202. 
18 Íd. 
19 Ïd., págs. 202-203. 
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reconvención según presentada.20 Por su parte, el señor Joglar 

Castillo se opuso y destacó que el TPI previamente había denegado 

una solicitud para presentar una reconvención.21 Hizo referencia a 

la Resolución del TPI de 10 de julio de 2014 mediante la cual el foro 

primario declaró no ha lugar la solicitud de permiso para presentar 

la reconvención y que fue notificada con anterioridad al dictamen 

del Tribunal de Apelaciones.22 

El señor Joglar Castillo arguyó que la reconvención tenía el 

efecto de dilatar y obstaculizar el caso, porque se presentó días 

antes de la conferencia con antelación al juicio y con el juicio 

señalado para el 16 de junio de 2016.23 Además, argumentó que la 

reconvención según solicitada era compulsoria y se entendía 

renunciada al no incluirla con la contestación a la demanda.24 Por 

último, manifestó que la Resolución dictada el 10 de julio de 2014 

era la ley del caso toda vez que la misma no fue objeto de revisión 

judicial alguna.25 

AWCI replicó a la oposición del señor Joglar Castillo a pesar 

de aceptar que la reconvención no era permisible. De hecho, AWCI 

expresó que en ningún momento ha alegado que la reconvención 

solicitada es de naturaleza permisible.26 Sin embargo, explicó que 

en la medida que el Tribunal de Apelaciones revocó la Sentencia 

Sumaria Parcial desestimatoria, se materializó la reclamación 

después de presentada la contestación a la demanda.27 

El 11 de mayo de 2016, el TPI dictó una Resolución tras 

examinar las mociones de las partes. El foro primario concluyó y 

dispuso lo siguiente: 

                                                 
20 Íd., págs. 215-217. No surge escrito alguno del señor Gerald Torres. 
21 Íd., pág. 218. 
22 Íd. 
23 Íd., pág. 219. 
24 Íd. 
25 Íd., pág. 222. 
26 Íd., pág. 228. 
27 Íd., pág. 231. 
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El Tribunal coincide con la parte codemandada, AWCI 
Inc., que para poder realizar la liquidación de lo que le 

corresponde al licenciado Joglar, en la compañía AWCI 
resulta necesario evaluar qué impacto, si alguno, tuvo 

las actuaciones del licenciado Joglar, en el valor de las 
cuentas de inversión de la compañía AWCI en la casa 
de corretaje  Merrill Lynch.  Ello, porque el único 

activo que tiene AWCI son esas cuentas y el valor 
líquido de las cuentas es lo que determina, para luego 
liquidar.  En la medida que el valor de dichas cuentas 

aumente o disminuya, eso tendrá impacto en el valor 

de las acciones. 

La parte demandante plantea que se debe denegar el 
permiso porque anteriormente el Tribunal había 

denegado el permiso  para presentar dicha 
reconvención.  Ello es correcto.  No obstante, en dicha 
ocasión la solicitud fue denegada, que este tribunal 

había dictado Sentencia Sumaria Parcial final en 
cuanto a la reclamación de la parte demandante y la 

solicitud se hizo con posterioridad a dicho evento.  
Dado que el Tribunal de Apelaciones devolvió el caso 
para que se determine el justo valor de las cuentas y 

entendemos que los planteamientos de la parte 
demandada pueden impactar en dicho valor, es que 

estamos autorizando la reconvención. 

Por lo tanto, se deja sin efecto la vista pautada para el 

16 de junio  de 2016.  Se concede término de 90 días 
para culminar descubrimiento de prueba y se señala la 
Conferencia con Antelación al Juicio para el 29 de 

septiembre de 2016.28 

Inconforme con el dictamen, el señor Joglar Castillo acudió 

ante nosotros mediante recurso de certiorari y formuló los 

siguientes señalamientos de error, a saber: 

Primero: Erró el TPI al permitir la solicitud de 
Reconvención a los codemandados-recurridos en esta 

etapa de los procedimientos, luego de la misma 
solicitud haber sido declarada No Ha Lugar dos (2) 

años antes, la cual advino final y firme y nunca fue 

apelada. 

Segundo: Erró el TPI al no cumplir con el Mandato del 
Tribunal de Apelaciones que lo que resta es calcular la 
participación en AWCI y los intereses del demandante-

peticionario al momento de su renuncia (cuando éste 
solicitó la liquidación a AWCI) y proceder a realizar la 

misma.29 

Las partes han reiterado sus posiciones respecto a los 

méritos de permitir la presentación de la reconvención entablada 

por AWCI. Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

                                                 
28 Íd., págs. 261-262.  
29 Alegato de la parte recurrente, pág. 8. 
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procedemos a resolver el recurso apelativo que tenemos ante 

nuestra consideración. 

II 

A. Expedición del recurso de certiorari 

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional 

disponible para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y 

ordenes interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V; Rivera Figueroa v. 

Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011). Las Reglas de 

Procedimiento Civil establecen que el Tribunal de Apelaciones 

expedirá un recurso de certiorari cuando el peticionario recurra de 

una resolución u orden sobre remedios provisionales, injunctions o 

de la denegatoria de mociones dispositivas. Íd. En ese sentido, el 

auto de certiorari es limitado y excluye aquellas determinaciones 

interlocutorias que pueden esperar hasta la determinación final del 

tribunal para formar parte de un recurso de apelación. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 336 (2012). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, establece 

excepciones que permiten la revisión de: (1) decisiones sobre 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, (2) 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios, (3) anotaciones de 

rebeldía, (4) casos de relaciones de familia, (5) asuntos de interés 

público30 y (6) situaciones en la cuales esperar a la apelación 

constituirá un fracaso irremediable a la justicia31.  

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se 

encuentran en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 L.P.R.A. XXII-B. La referida Regla dispone lo 

siguiente: 

                                                 
30 Ley Núm. 177-2010. 
31 Íd. 
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El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. Íd. 

 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un abuso de discreción.  

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 D.P.R. 649, 664 (2000); 

Meléndez v. F.E.I., 135 D.P.R. 610, 615 (1994).   

B.  La reconvención   

La reconvención es uno de los mecanismos que una parte 

tiene disponible para solicitar la concesión de un remedio contra 

una parte adversa. Reglas 5.1 y 6.1 de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. V. En nuestro ordenamiento jurídico se reconocen dos 

tipos de reconvenciones, a saber: las permisibles y las 

compulsorias. S.L.G. Font Bardón v. Mini Warehouse, 179 D.P.R. 

322, 332 (2010). 

Mediante una reconvención permisible, una parte puede 

requerir de la otra cualquier reclamación que no surja del acto, 

omisión o evento que causó la reclamación original de la parte 

adversa. Regla 11.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V; J. 
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Cuevas Segarra, Tratado de derecho procesal civil, Estados Unidos, 

Publicaciones JTS, 2011, Tomo II, pág. 567; S.L.G. Font Bardón v. 

Mini Warehouse, supra, pág. 332. 

Una reconvención compulsoria es aquella que se debe 

formular mediante alegación responsiva siempre que la 

reclamación surja del mismo acto, evento u omisión que ocasionó 

la reclamación de la parte adversa. La Regla 11.1 de Procedimiento 

Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V., regula lo concerniente a este tipo de 

reconvención y dispone lo siguiente: 

Una alegación contendrá por vía de reconvención 

cualquier reclamación que la parte que la formula 
tenga contra cualquier parte adversa al momento de 
notificar dicha alegación, siempre que surja del acto, 

de la omisión o del evento que motivó la reclamación 
de la parte adversa y no requiera para su adjudicación 
la presencia de terceros sobre quienes el tribunal no 

pueda adquirir jurisdicción. Sin embargo, no será 
necesario incluir dicha reclamación mediante 

reconvención si al momento de comenzarse el pleito tal 
reclamación era ya objeto de otro pleito pendiente. 
 

El Tribunal Supremo ha establecido que una reconvención 

es compulsoria: (1) si existe una relación lógica entre la 

reclamación presentada en la demanda y la que es objeto de la 

reconvención; (2) cuando los hechos esenciales de ambas 

reclamaciones están tan vinculados que la economía judicial exige 

que se ventilen en conjunto; (3) si las cuestiones de hecho y de 

derecho entre ambas son las mismas; (4) si la doctrina de cosa 

juzgada impediría una acción independiente; (5) si ambas 

reclamaciones surgen de la misma prueba y están vinculadas 

lógicamente. Consejo de Titulares v. Estremera et al, 184 D.P.R. 

407, 424-425 (2012) (Énfasis suprimido). 

La reconvención compulsoria debe presentarse en el 

momento que la parte notifica su alegación y si no se formula a 

tiempo “se renuncia a la causa de acción que la motiva y quedarán 

adjudicados los hechos y reclamaciones sin que el demandado 

pueda presentar posteriormente una reclamación que haya surgido 
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de los mismos eventos.” S.L.G. Font Bardón v. Mini Warehouse, 

supra, pág. 333, citando a Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., 

137 D.P.R. 860, 867 (1995). En dicho caso, aplicará por analogía el 

principio de cosa juzgada “siendo concluyente con relación a 

aquellos asuntos que pudieron haber sido planteados y no lo 

fueron”. Íd.; véase, además, Cuevas Segarra, op. cit., pág. 569. 

Conforme ha establecido el Tribunal Supremo, esta regla tiene el 

fin de evitar la multiplicidad de litigios al permitir que se diluciden 

todas las controversias comunes en una sola acción. S.L.G. Font 

Bardón v. Mini Warehouse, supra, pág. 333; Consejo de Titulares v. 

Gómez Estremera et al., supra, pág. 424.   

Ahora bien, aunque las Reglas de Procedimiento Civil 

requieren que la reconvención compulsoria se formule al momento 

en que la parte notifica su alegación, nuestro ordenamiento 

jurídico reconoce algunas excepciones que permiten que la parte 

demandada la presente luego de contestada la demanda. A esos 

efectos, la Regla 11.4 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V., 

permite la reconvención compulsoria a través de una alegación 

suplementaria. Este mecanismo procede cuando la reclamación 

surja después que la parte haya contestado la demanda y el 

tribunal así lo permita. S.L.G Font Bardón v. Mini Warehouse, 

supra, pág. 333, citando a Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., 

supra, pág. 867. El propósito de esta regla es “poner al día el litigio 

añadiendo alegaciones respecto a hechos que hayan surgido con 

posterioridad a la alegación que se pretende suplementar”. Íd.   

Por otro lado, la Regla 11.5 de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. V, dispone que una parte que “presente una alegación 

o deje de formular una reconvención por descuido, inadvertencia o 

negligencia excusable, o cuando así lo requiera la justicia, dicha 

parte podrá, con el permiso del tribunal, formular la reconvención 

mediante una enmienda.” Así pues, por medio de una solicitud de 
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enmienda, la parte puede presentar una reconvención compulsoria 

que no haya incluido en su alegación original. S.L.G Font Bardón v. 

Mini Warehouse, supra, pág. 334.   

El Tribunal Supremo ha expresado en reiteradas ocasiones 

que debido a que la omisión de incluir una reconvención 

compulsoria tiene el efecto de cosa juzgada, los tribunales deben 

ejercer su facultad libremente. S.L.G Font Bardón v. Mini 

Warehouse, supra, pág. 334. Para definir esta liberalidad, el 

Tribunal Supremo ha establecido que los criterios utilizados al 

momento de evaluar la procedencia de una enmienda a las 

alegaciones, aplican, igualmente, al momento de determinar si se 

autoriza la inclusión de una reconvención luego de presentada una 

alegación responsiva. Cuevas Segarra, op. cit. pág. 571. Ello 

responde a que existe una clara política judicial de que los casos se 

ventilen en sus méritos. S.L.G Font Bardón v. Mini Warehouse, 

supra, pág. 334, citando a Cruz Cora v. UCB/Trans Union P.R. Div., 

137 D.P.R. 917, 922 (1995); S.L.G. Sierra v. Rodríguez, 163 D.P.R. 

738, 745 (2005); Valentín v. Mun. de Añasco, 145 D.P.R. 887, 897 

(1997); Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et al., 132 D.P.R. 115, 224 

(1992).  

Ahora bien, a pesar de que los tribunales deben permitir las 

enmiendas liberalmente, este poder no es infinito. S.L.G. Font 

Bardón v. Mini Warehouse, supra, pág. 334. A tales fines, el 

Tribunal Supremo estableció cuatro criterios para guiar la 

discreción del tribunal al momento de permitir una enmienda a las 

alegaciones, a saber: (1) el impacto del tiempo transcurrido previo 

a la enmienda; (2) la razón de la demora; (3) el perjuicio contra la 

otra parte; (4) la procedencia de la enmienda solicitada. Colón 

Rivera v. Wyeth Pharm., 184 D.P.R. 184, 199 (2012); S.L.G. Font 

Bardón v. Mini Warehouse, supra, pág. 334. Los factores 

mencionados deben ser examinados en conjunto. Colón Rivera v. 
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Wyeth Pharm., supra, pág. 199. Sin embargo, el Tribunal 

Supremo ha reiterado que “[e]l factor que resalta de mayor 

relevancia al momento de evaluar una solicitud de 

autorización para enmendar las alegaciones es el perjuicio que 

puede causarle a la parte contraria.” Íd. La enmienda causa 

perjuicio indebido cuando cambia sustancialmente la 

naturaleza y el alcance del caso y cuando obliga a la parte 

contraria a incurrir en nuevos gastos, alterar su estrategia en 

el litigio o comenzar un descubrimiento de prueba nuevo. Íd., 

pág. 205.   

Recapitulando, a pesar de que en nuestro ordenamiento 

jurídico impera un enfoque liberal en cuanto a la autorización de 

enmiendas, es deber de la parte solicitante ser diligente en su 

causa para así poder disfrutar de esta liberalidad. Colón Rivera v. 

Wyeth Pharm., supra, pág. 203; Cuevas Segarra, op. cit. pág. 571. 

Por tanto, a pesar de que el perjuicio indebido es el factor 

determinante al decidir si se permite una enmienda, este no es el 

único factor que los tribunales tienen que sopesar. Colón Rivera v. 

Wyeth Pharm, supra. En otras palabras, dentro de la discreción 

que tienen los tribunales para autorizar enmiendas es necesario 

que consideren en conjunto los factores reseñados anteriormente. 

III. 

En el presente caso, debemos resolver si actuó correctamente 

el TPI al permitir la Reconvención incoada por AWCI. Ante ello es 

preciso apuntar que se presentaron otras dos reconvenciones desde 

el inicio del pleito instadas por el señor Torres y el señor Penna. 

Ambos le imputaron al señor Joglar Castillo haber actuado 

negligentemente en el manejo de $77,000 proveniente de los fondos 

de AWCI. Asimismo, los socios incluyeron alegaciones sobre la 

aparente nulidad de la suscripción de las acciones del señor Joglar 

Castillo. Por lo tanto, reclamaron como suya la participación del 
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señor Joglar Castillo en la compañía. Las reconvenciones del señor 

Torres y del señor Penna todavía no han sido adjudicadas por el 

foro primario. 

De otra parte, la Contestación a demanda presentada por 

AWCI se limitó a oponerse a la liquidación del señor Joglar Castillo 

según su interpretación del Acuerdo Operacional de la compañía. 

Cercano a la Contestación a demanda de AWCI el señor Joglar 

Castillo solicitó una orden judicial de prohibición de enajenar de la 

totalidad de los fondos en Merril Lynch. El 11 de julio de 2013, 

Merril Lynch compareció mediante Moción para solicitar 

intervención a los únicos efectos de depositar fondos en virtud de la 

Regla 19 de Procedimiento Civil.32 En esta moción, Merril Lynch 

informó que: AWCI solicitó la liquidación de las cuentas; el señor 

Joglar Castillo se opuso y; la Merril Lynch procedió a congelar las 

cuentas.33 Las partes litigaron este asunto por varios meses y no 

fue hasta el 24 de marzo de 2014 que el TPI la declaró no ha lugar, 

porque resolvió el caso sumariamente a favor de los codemandados. 

El TPI determinó que el señor Joglar Castillo no tenía 

derecho a la liquidación de conformidad con el Acuerdo 

Operacional.34 La Sentencia Sumaria Parcial del TPI, como bien éste 

aclaró en la Resolución recurrida, fue lo que motivó denegar la 

primera solicitud de permiso de AWCI para presentar la 

reconvención. No hubo una adjudicación de los méritos de lo 

planteado. En esa etapa procesal anterior, se había tornado 

académica la reconvención, toda vez que el foro primario había 

denegado la solicitud de liquidación para el señor Joglar Castillo. 

Además, la jurisprudencia es clara en concederle discreción a 

los tribunales para dejar sin efecto o modificar sus dictámenes 

interlocutorios. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

                                                 
32 Autos originales, Tomo I, pág. 229. 
33 Íd. 
34 “Id., Tomo II, págs. 4-20. 
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que la doctrina de la ley del  caso no  es de aplicación absoluta y 

está al servicio de la justicia. Magmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 

152 D.P.R. 599, 608 (2000). Los Jueces del TPI no están atados 

“por sus determinaciones interlocutorias aun cuando éstas no 

hayan sido objeto de reconsideración o revisión”. Íd., págs. 608-

609.35 En ese sentido, la decisión del TPI tampoco contraviene la 

normativa jurisprudencial. El primer señalamiento de error no se 

cometió. 

Ahora nos corresponde examinar el señalamiento de error 

relacionado con el mandato del Tribunal de Apelaciones. La 

Sentencia del Panel Hermano se limitó a interpretar el Acuerdo 

Operacional de AWCI y el Derecho aplicable para resolver que el 

señor Joglar Castillo tenía derecho a la liquidación solicitada. El 

Panel Hermano también resolvió que el valor de la participación del 

peticionario debía ser el valor justo de sus intereses en la compañía 

al momento de la renuncia. Sin embargo la Sentencia no adjudicó 

el efecto de las alegadas acciones del señor Joglar Castillo sobre los 

fondos de la compañía y si existían daños que culminaran con una 

compensación entre las partes. De igual forma, el dictamen del 

Panel Hermano no pasó juicio sobre las alegaciones de nulidad de 

suscripción de acciones según fueron formuladas por el señor 

Torres y el señor Penna. 

Con la revocación de la Sentencia Sumaria Parcial, por parte 

del Tribunal de Apelaciones, revivieron las controversias 

relacionadas con las actuaciones del señor Joglar Castillo en el 

manejo de los fondos administrados por Merril Lynch. Los aspectos 

que no fueron resueltos por el Panel Hermano -pues no estaban 

ante su consideración- inciden en el monto que deberá recibir el 

señor Joglar Castillo en su momento. Permitir la reconvención no 

                                                 
35 Estos principios fueron reiterados recientemente en Ramón A. Cacho Pérez v. 
Robert Hatton Gotay y otros, 2016 TSPR 51, 195 DPR ___. 
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violenta el mandato del Tribunal de Apelaciones, es parte del 

proceso para cumplir con el mismo. El segundo señalamiento de 

erro tampoco se cometió. 

En la discusión de los errores imputados, el señor Joglar 

Castillo argumentó que la reconvención era compulsoria y, por 

tanto, al no presentarla con la Contestación a demanda, se 

renunció a la causa de acción. Del expediente no surge que la 

demora hubiese sido causada por la falta de diligencia de las 

partes. Durante el pleito han ocurrido diversos trámites 

relacionados con mociones de desestimaciones, solicitud de 

remedios provisionales y consignación que ocuparon el tiempo de 

las partes y del TPI. En ese sentido, no sería justo catalogar la 

presentación de la reconvención como si hubiera sido presentada 

transcurrido dos años de litigio sin considerar la totalidad del 

historial procesal. 

Además, ninguna de las alegaciones de la Reconvención de 

AWCI le debe tomar por sorpresa al señor Joglas Castillo, pues 

desde el año 2013 las partes han discutido el asunto del manejo en 

las cuentas de la compañía y se han mantenido comunicaciones 

con Merril Lynch. En ese sentido, no vemos el perjuicio que le 

podría causar la autorización de la reconvención al peticionario. 

Por último, reiteramos que las alegaciones de la Reconvención de 

AWCI son pertinentes y consonos al mandato emitido por el Panel 

Hermano sobre la liquidación de la participación del señor Joglar 

Castillo. 

En vista de lo anterior, resolvemos que lo actuación del TPI 

fue razonable. No encontramos indicio de pasión, prejuicio, 

parcialidad, error manifiesto o abuso de discreción de la Resolución 

recurrida.  
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Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

recurso de certiorari al amparo de la Regla 40(A) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Cintrón Cintrón concurre sin opinión escrita. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


